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Aproximaciones diagnósticas vinculadas a la situación del sistema provincial de atención a la problemática de la violencia de género  y propuestas para mejorar la  implementación de la Ley de Violencia Familiar (9283).

Córdoba  - Junio de 2016

Desde nuestra institución el Colegio de Profesionales de Servicio Social de Córdoba, tenemos la intención, con este documento de realizar aportes para contribuir  a mejorar el sistema construido en torno a la  implementación de la ley provincial Nº 9583 de Violencia Familiar. Consideramos la violencia que impacta especialmente en el cuerpo y la vida de las mujeres, niñas/os y adolescentes como un problema social de magnitud y gravedad que requiere ser abordado para su intervención desde una política pública con eje en los Derechos Humanos y  con perspectiva de género.

El presente documento precisa obstáculos y aciertos con los que nos encontramos los profesionales y las mujeres que recurren al Estado para atender situaciones de violencia, contempladas en la ley de violencia familiar y que se encuentran expresadas en la política pública vigente. Asimismo, realizamos propuestas que creemos podrían aportar al mejoramiento de la implementación de la política pública. 

Para la realización de este documento se efectuó un relevamiento de información a colegas que se desempeñan en distintas áreas de intervención relacionadas con la problemática.  Se contó con el aporte y la colaboración de las Delegaciones y Sub sedes del Colegio de Profesionales en Servicio Social de la provincia de de Córdoba, a saber: Río IV, Villa María,  San Francisco,  Jesús María, Santa Rosa de Calamuchita, Villa Gral. Belgrano y aledaños, Rio Tercero,  Marcos Juárez, Bell Ville, Punilla (Cosquín, Santa.María, Caeiro, Capilla del Monte.) las comunas de Icho Cruz, San Antonio de Arredondo, Cuesta Blanca y Cruz del Eje y  de profesionales de Ciudad de Córdoba y. 
Recuperamos las miradas de profesionales que trabajan en la Universidad Nacional de Córdoba, en distintos ámbitos de la Justicia, en el ámbito de salud pública provincial y municipal (atención primaria y hospitales de segundo y tercer nivel), y en las organizaciones de mujeres y feministas.
Entendemos a la violencia que viven en especial las mujeres, niñas/os y adolescentes como  producto de una desigualdad histórica y estructural, construida a partir del sistema capitalista y  patriarcal. La violencia se produce y reproduce en las diferentes esferas de la vida social, política, económica y cultural. 

La violencia de género es un problema de violación a los derechos humanos,  que refleja la construcción de  relaciones desiguales de poder, es un problema que tiene su base en cómo se han construido esas relaciones a los largo del tiempo, y como se reproducen. 

La violencia que viven en especial las mujeres, niñas/os y adolescentes,  NO es una enfermedad, ni un problema individual, por ello requiere un enfoque integral de la misma para poder encarar las instancias de capacitación,  prevención y  asistencia. 

Se hace necesario avanzar hacia el desarrollo de políticas integrales y articuladas entre diferentes dependencias: nación, provincia y municipio. Se requiere profundizar en la mayor articulación posible entre salud, educación y justicia. 
Los profesionales y agentes estatales deben ser formados desde un enfoque integral y con perspectiva de derechos, incorporando el aporte de los distintos actores involucrados, como el de las organizaciones feministas, de mujeres, y otras organizaciones que trabajan esta problemática para el desarrollo, monitoreo y seguimiento de las políticas públicas en esta materia.
Es necesario recordar que son fundamentalmente las organizaciones feministas y de mujeres las que vienen desarrollando experiencias, estudiando y analizando propuestas para un mejor acceso a una vida libre de violencia, requieren ser consultadas y consideradas para el mejoramiento de la intervención de los equipos profesionales pertenecientes a diferentes áreas de las políticas públicas del estado.

Son necesarias asignaciones presupuestarias para atender a la complejidad y  la dimensión de la problemática, realizando los mayores esfuerzos de articulación y vinculación en post de una mayor integralidad de la política. Los procesos de desnaturalización de la problemática así como los relacionados con la asistencia y contención de las mujeres que atraviesan situaciones de violencias requieren ser materia prioritaria en las definiciones de las políticas pública.

Reconocemos que se han realizado esfuerzos en lo que hace a la asignación de recursos, intentos de articulación de acciones, creación de fiscalías especializadas, así como el contar con un espacio en el que se intente integrar la asistencia, el  refugio, la sala cuna, la fiscalía, pero aún es necesario redoblar estos esfuerzos especialmente en otras ciudades de la provincia de Córdoba, en donde encontramos las mayores ausencias y debilidades en el sistema de prevención y atención de la problemática.

Hemos estructurado este informe en dos dimensiones generales: Asistencia y Prevención. En la primera realizamos un detalle sobre cuatro ámbitos distintos: Justicia, Policía, Polo Integral de la Mujer y otras áreas del Estado que abordan la problemática (salud y educación). Allí señalamos “lo que se observa” en términos de obstáculos y/o dificultades y luego las “propuestas” que nos parecen oportunas desarrollar. En la segunda, realizamos sólo propuestas que desde la intervención profesional, consideráramos significativas al momento de avanzar hacia la erradicación de la violencia machista en el ámbito de las relaciones interpersonales. 

1)  ASISTENCIA

1-a-) Justicia:
Se observa que hay
· Unidades Judiciales que no toman las denuncias y/o re-victimizan a las mujeres, realizando dos y más veces las mismas preguntas, interrogando por ejemplo acerca de la “veracidad de los hechos” “¿estás segura que fue así? “no crees que es un poco exagerado”, “no debe haber sido tan así”- Se desconfía, se duda de la palabra de las mujeres que denuncian. Se las invita a re pensar la denuncia, para que “no las retiren luego”. Estas expresiones muestran las dificultades en la comprensión integral de la problemática y en muchos casos las ideologías y prejuicios que sustentan los operadores.
· Poder Judicial y Poder Ejecutivo, en donde persiste la tendencia de prácticas y respuestas fragmentadas, superpuestas y contradictorias  dadas por ejemplo a una misma mujer que recurre a diferentes instituciones por situaciones de violencia. Estas características se presentan de manera frecuente en los recorridos que las mujeres realizan en sus búsquedas por  superar la problemática en que se encuentran. 

· Fueros y Juzgados, se reproducen en sus intervenciones la situación anteriormente descripta, es decir, las respuestas dadas desde cada Fuero se presentan desarticuladas entre sí y hasta contradictorias tanto en  criterios como en intervenciones llevadas adelante con una mismas mujer que acudió al poder judicial buscando una respuesta integral a su situación. Vulnera y afecta aún más, cuando, por parte de los propios efectores judiciales se minimizan los riesgos a los que las mujeres en contextos de violencia están expuestas. 

· Juzgados de Niñez, Adolescencia y Violencia Familiar, son los espacios en la Justicia resultado de la adecuación a la ley de Infancia 26061 y la Ley de Violencia Familiar 8283. En este proceso se plantea la necesidad que todos los efectores judiciales que componen estos Juzgados cuenten con formación y capacitación especializada en Derechos Humanos, Género y Violencia. 

· Las intervenciones profesionales a partir de los diagnósticos de situación  se realizan de manera disciplinar cuando la Ley plantea que tienen que hacerse interdisciplinariamente. 

· En ocasiones no le entregan el botón anti pánico a las mujeres si no van acompañadas de un abogado del  programa.

· También ocurre que suele citarse a la mujer y su ex pareja al mismo horario en tribunales, cuando incluso tienen órdenes de restricción,  exponiendo a la mujer a una nueva situación de violencia.

· Luego de la intervención en el Juzgado de Violencia Familiar, cuando hay hijos/as en común, la definición del cuidado personal de las/os hijas/os; el plan de parentalidad y las responsabilidades alimentarias, se llevan adelante en los Tribunales de Familia. El plan de parentalidad implica un espacio de encuentro paterno filial que puede llegar a constituirse en el nuevo espacio de relación y contacto entre los progenitores; entre las personas que violentan y las que son violentadas. Instancias que pueden constituirse en un espacio donde se vuelve a ejercer violencia contra la mujer de manera directa y/o indirecta, hacia ella como a los hijos/as. Desde una perspectiva integral y articulada inter-fueros  surgen preguntas: ¿Cómo debería darse el régimen de comunicación entre hijas/os y padres violentos? ¿Cuándo, cómo, dónde, en qué momento del proceso, en qué condiciones y modalidades?. En este sentido se desprende la  necesidad de establecer criterios, posiciones, lecturas comunes y estrategias que profundicen las especificidades y  articulación entre los derechos de infancia, género, parentalidad, entre otros, desde una perspectiva integral. Si bien no son posibles por lo general respuestas únicas, es necesario contar con  marcos interpretativos y criterios comunes para la intervención con perspectiva de género, violencia y derechos humanos.

· Los incumplimientos en los deberes alimentarios por parte de los progenitores suele establecer otra forma de ejercicio de control y violencia económica, que está presente a lo largo de las historias de relación y se profundizan en los momentos en que se toman medidas judiciales  para frenar la violencia, situación que perjudica a las mujeres y los/as niños/as en el proceso de separación. 

· Existen innumerables pedidos de cumplimiento de los deberes alimentarios por parte de las mujeres en los Juzgados Civiles cuyas respuestas son insuficientes y débiles. Todavía desde el Estado no se reconoce como violencia económica (solo en el plano formal) ni se valora el impacto que dicha violencia produce en las condiciones estructurales de vida de las mujeres (feminización de la pobreza).  

· Es fundamental que se incorpora la  “Ley Nacional Nº 26.485, de Protección Integral Para Prevenir, Sancionar y Erradicar la Violencia Contra Las Mujeres en los ámbitos en que desarrollen sus relaciones interpersonales” sancionada el 11 de marzo del 2009; promulgada el 1º de abril y publicada en el Boletín Oficial el 14 de abril del mismo año, constituye un instrumento fundamental para el diseño de políticas públicas que aborden la violencia de género y el acceso a la justicia. La misma plasma en sus diferentes artículos una perspectiva del problema, sus expresiones, ámbitos involucrados y modos de  resolución, en su mayoría recupera en algún sentido discusiones y debates propios el movimiento feminista y movimiento de mujeres. La incorporación a esta ley de los instrumentos jurídicos internacionales (Convención contra todo Tipo de Discriminación hacia la Mujer y la Convención Interamericana para Prevenir, Sancionar y Erradicar la Violencia contra la Mujer "Convención de Belém do Pará"; “La Convención sobre los Derechos de los Niños”) y nacionales (“Ley de Protección Integral de los derechos de las niñas, niños y Adolescentes” ) permite avanzar en un enfoque más integral del fenómeno de la violencia contra las mujeres  y en un tratamiento de mayor alcance, incorporando espacios que trascienden el ámbito doméstico.     

Propuestas: 
· Tratamiento integral de la problemática: que se generen mecanismos de comunicación y articulación fluidos entre juzgados intervinientes y otras instituciones del estado y la sociedad civil. Incluso con causas e intervenciones anteriores en las que estén involucradas las diferentes partes a fin de contar con una perspectiva histórica del problema y las intervenciones. 

· Patrocinio letrado gratuito que acompañe a la Mujer en todo el proceso: civil, penal y familiar. Abogadas y abogados gratuitos que puedan intervenir en todos los fueros.

· Creación y registro único oficial de femicidios y violencia de género. Posibilitando evaluar la intervención judicial, la carátula de las causas, las valoraciones de las fiscalías, entre otros.

· Separar las Unidades Judiciales de las comisarías. Al menos con ingresos a los respectivos edificios por entradas autónomas, con personal formado en la problemática, que ofrezcan un lugar apropiado para la atención de las mujeres que sufren violencia y eviten el contacto con las personas que ejercen violencia hacia las mismas. 
· Las dependencias judiciales del interior provincial deben contar con personal especializado para la atención y seguimiento en todas las acciones que se requieran en el proceso judicial, con formación integral en derechos humanos, género y violencia
· Capacitación a los diferentes actores del estado, desde un marco interpretativo común que incorpore un enfoque de Derechos Humanos, género y violencias, que aporte a la construcción de criterios comunes para la intervención, interdisciplinaria, reconociendo la violencia como un problema social, multidimensional y complejo.

· Monitoreo y seguimiento de la política pública desde las organizaciones feministas y de mujeres, de manera de garantizar la aplicación de las normas y disposiciones vigentes.

· Coordinaciones intersectoriales a nivel provincial y coordinaciones inter jurisdiccionales (nación- provincia- municipios); que favorezcan y consoliden. las acciones articuladas y no superpuestas según sea el nivel de atención. 
· Espacios y procesos de formación continua para personal de la Justicia en especial jueces y fiscales, así también cursos de capacitación que den puntaje para la carrera judicial valorando estos contenidos en la evaluación de antecedentes (experiencia en Colombia).

· 1-b-) Policía:

           Se observa:

· Maltrato y discriminación hacia las mujeres o personas trans.

· Desconocimiento del protocolo de actuación de la Policía.

· Actúan con criterios propios cuando acuden a un llamado sobre riesgo de violencia.

· Arbitrariedad manifiesta.

Propuestas: 

· La Policía de toda la Provincia debe tener formación en Género, Violencia y Derechos Humanos.

· Se debe contar con personal especializado y formado para todas las intervenciones de la policía: exclusiones, restricciones, custodias, entre otros.

· Seguimiento y control cuando se tomen medidas judiciales efectivas. 

· Protocolos de búsquedas inmediatas, en función de la valoración de los riesgos.

· Seguimiento georeferencial de las personas que ejercen violencia.

· Las Unidades Judiciales que toman denuncias deben contar con espacio físico apropiado para realizar la entrevista, ya que la mujer debe relatar la situación  que atraviesa y no debe quedar expuesta delante de otras personas que se encuentran realizando denuncias. 
· Inmediata creación de un Departamento de la Mujer dentro de la policía de la Provincia de Córdoba
1-c-) Polo integral de la Mujer:

        Se observa que hay:

· Insuficientes profesionales y escasamente capacitados para la atención en violencia. Se requiere poder contar con equipos que puedan valorar los riesgos. El contar con profesionales precarizados/as laboralmente y en algunos caso, ser contratados como administrativos/as o becarias, hacen a la precariedad e inestabilidad de los profesionales, ejerciendo de esta manera violencia institucional desde el mismo Estado, hacia quienes deben actuar en situaciones de violencia. 

· Está centralizada en Córdoba Capital la gestión de los recursos de programa “Nuevos Rumbos”. Desde el Interior no se pueden gestionar recursos asistenciales: becas “Nueva Vida” y “Nuevo Rumbo”. Asimismo, la gestión de las becas resulta dificultosa para mujeres que refieren situaciones de alta vulnerabilidad social que obstaculizan cumplir con los requisitos establecidos para el acceso a las becas.
· Profesionales y técnicos que muchas veces desconocen o no están al tanto de la cantidad o variedad de recursos con los que cuentan para abordar las diversas situaciones que se presentan. 

· Acceso restringido a los botones antipánicos en el interior provincial, dificultades de señal en muchos de ellos, no se activan en zona Punilla especialmente.

· Los recursos no están disponibles en tiempo y forma (becas), hay atrasos de más de 2 meses en personas que cuentan con este único recurso para alquilar y comer.

· Escasa o nula oferta de recursos vinculados a la inserción laboral, formación en oficios, y orientación para la búsqueda de empleo.
· Escasa disponibilidad de psicólogos/as para el abordaje terapéutico individual, tanto para mujeres como para niñ@s

· Superposición de intervenciones y desarticulación entre el personal recientemente contratado (monotributistas – precariedad laboral) y el personal con antigüedad. Sumada a la no formación del personal recientemente contratado.
Propuestas:

· Creación de Polos de Acción Zonal, que funcione como centro de contención psicológica, jurídica y social para mujeres que atraviesan violencia de género, en distintos puntos de la Provincia y de la Ciudad de Córdoba. Con equipos de constatación local. Equipos interdisciplinarios de Trabajadora Social, Psicóloga y Abogada para el asesoramiento y asistencia. Formado y capacitados en el tema y desde la perspectiva de la integralidad que mencionábamos.
· Creación de una RED institucional interjuridiccional (Provincia-Municipios) que articule la atención y el seguimiento de casos. Registro inmediato de todo caso de violencia de género con evaluación de riesgo.
· Creación de casas- refugios, en diferentes zonas de la provincia. En el caso de ser zonas turísticas destinen lugares (hoteles) para alojamiento transitorio de mujeres. Que sea inmediata la gestión de recursos económicos para mujeres víctimas de violencia por parte de los equipos de trabajo.
· Programas de vivienda y empleo con cupo para mujeres víctimas de violencia.
· Unidad de control de Medios Masivos ante comunicación sexista, discriminatoria  y machista.

· Centro de atención y trabajo con varones que ejercen violencia, quienes allí trabajen requieren de la formación integral antes mencionada y en coordinación con los equipos que atienden mujeres
· Descentralización en dependencias cercanas a la población más alejada de la ciudad (por ejemplo, constituir equipos de intervención en CPC de la Ciudad), a fin de facilitar la posibilidad de asistencia y sostenimiento de los tratamientos indicados.

· Generar campañas de difusión y sensibilización en la temática, que se desarrollen de manera sostenida en el tiempo. Difusión sostenida de los recursos con los que cuenta las personas que viven situaciones de violencia. Equipos para dictar talleres en distintos organismos públicos. 

· Equipos de profesionales especializados para la atención de familiares de víctimas de femicidios e intentos de femicidios. Reparación de daños. . 

· Reconocimiento de la ruta crítica que recorren las mujeres en el intento de salir de la situación de violencia

· Involucrar a áreas como vivienda social, trabajo y seguridad social, para un abordaje integral de la violencia contra las mujeres.Incorporación del personal que trabaja en relación  a la violencia de género a planta permanente, mejoramiento de las condiciones de estabilidad y pago. 

· Contar con equipos que permitan hacer  acompañamiento y seguimientos a las mujeres. Fortalecer el trabajo grupal con las mujeres que atraviesan violencia, por equipo formados en violencia de género, derechos humanos y grupos Articulación y trabajo conjunto (no derivación) con las instituciones locales (salud, educación) que desarrollan acciones con las mujeres y sus hijos en los ámbitos de su vida cotidiana.

· Generar espacios de supervisión, ateneo y/o reflexión conjunta sobre las intervenciones que se vienen realizando a los fines mejorar la calidad de atención.

1-d-) Otros Centros de Atención (Salud, Educación, CPC):

     Se observa que:

· No hay relevamiento de datos en toda la provincia.

· No se cuenta con información accesible y clara sobre los recursos disponibles, dónde y cómo denunciar, dónde recurrir en búsqueda de ayuda, qué hacer ante situaciones de violencia, entre otros.

· Se trabaja de manera desarticulada,  entre los diferentes estamentos de la municipalidad y la provincia.

· Saturación con la atención de mujeres que sufren violencia doméstica (y niños/as) o con otras situaciones que ameritan intervenciones asistenciales, en los CAPS provinciales, primer nivel de atención.
· Los equipos de primer nivel de atención primaria de salud, no tienen capacitaciones adecuadas (las que se desarrollan son más presentaciones de datos que formación en derechos humanos, género y violencia). Dificultades para a trabajar de manera interdisciplinaria en la prevención y promoción.
· Acciones desarticuladas y libradas a la buena voluntad e iniciativa de los/as profesionales.
· No hay registro de las situaciones de violencia en las historias clínicas de las personas
· En localidades pequeñas, se observa una situación de  desprotección de técnicos y profesionales queestán más expuestos a sufrir amenazas de victimarios.
Propuestas:

· Construir protocolos de actuación en salud, comprometiendo a efectores de salud provincial y municipal en las tareas de asistir y acompañar, fortaleciendo la red de instituciones.

· Reconstruir la ruta crítica que atraviesan las mujeres elaborando al menos  un diagrama de los pasos que deben dar mujeres y/o profesionales para abordar el problema.
· Atención y registro en Historias Clínicas sobre las diversas situaciones de violencia por las que atravesó esa persona.

· Creación de redes territoriales para el abordaje de la Violencia. Que se destinen recursos para la comunicación y la difusión.
· Aplicación del protocolo de Aborto No Punible.

· Se requieren espacios de apoyo psicológico y de asesoramiento que se complemente con el apoyo en el cuidado de niños/as en los barrios.

· Promover la construcción de estrategias de intervención interdisciplinaria e interinstitucional.
· Desarrollar un mapa de los espacios y recursos existentes, así como criterios de asignación de los mismos. Deberán estar disponibles y de acceso público.

· Publicación de los registros y datos estadísticos que permitan leer la política y sugerir acciones pertinentes.

· Agilizar canales y recursos para la articulación y comunicación de efectores de salud municipal y la Secretaria de lucha contra la violencia a la mujer y la trata de persona, tales como acceso a teléfono, móviles  para el traslado y/ o visitas y seguimientos.

· Disponer de una línea directa -telefónica- con los profesionales y docentes  que están acompañando situaciones de violencia.
· Sistema web o de registro que permita tomar una sola entrevista y no volver a revictimizar a las mujeres que ya iniciaron el camino en el centro de salud, por ej, que  tenga que volver a contar su historia o tenga que pasar por tratamientos o entrevistas con otras personas. La experiencia de Fuenlabrada, Madrid, en la cual los expedientes. se originan en distintos lugares y se toman como válidas las entrevistas realizadas en  dichos lugares.

2- PREVENCIÓN

Desde la implementación de la ley, y a pesar de la existencia en la misma de los artículos que promueven las acciones de prevención, NO se registran líneas de trabajo en esta dirección de manera integral y sostenida en el tiempo. Requiere que se realicen con los diversos sectores involucrados.

La implementación de la Ley de Educación Sexual Integral se realiza según la voluntad e interés de cada docente o directivo, dificultándose en momentos la aplicación de la misma.

La prevención y la promoción de derechos quedan relegadas y circunscriptas a acciones puntuales y desarticuladas, que se llevan adelante por la buena voluntad de los/as profesionales y no por impulso desde una política que atienda derechos humanos.
Se presentan múltiples maneras de ejercicio de la violencia de género en los medios de comunicación locales y nacionales. Se insiste en la necesidad de trabajar con editores y periodistas de los medios-
Propuestas

· Formación y capacitación de todos los agentes del estado, especialmente  la policía, los/as docentes, los trabajadores de salud, garantizando a los ciudadanos, la acabada comprensión de la problemática planteada y de la responsabilidad que por su función le cabe. 
· Formación de los docentes de todos los niveles educativos a través de la inclusión en los diferentes espacios de formación curricular continúa. Incorporación en  la curricular de las carreras universitarias y terciarias de contenidos sobre género, derechos humanos y violencia. 

· Formación y capacitación inmediata de empleados y funcionarios judiciales, desde la integralidad mencionada. 
· Campañas publicitarias contra el machismo, como ejemplo de muy buena receptividad está la campaña realizada en Ecuador.

· Elaboración de un diagnóstico sobre el ejercicio de las violencias mediáticas que permita el desarrollo de acciones de denuncia y concientización, el actual contexto de inaplicabilidad de la Ley de Servicios Comunicación Audiovisual
· Instancias de sensibilización en espacios como los centros de atención primaria de la salud municipal y/o provincial, promoviendo el conocimiento de los derechos de las mujeres, propiciando el trabajo desde el placer, encuentro, la contención y apoyo.
· Reconocer y propiciar el trabajo de mujeres organizadas en los barrios que han atravesado situaciones de violencia. Favorecer los espacios de reflexión social y política, recuperando y fortaleciendo la capacidad como multiplicadoras y educadoras populares. 

· Reconocimiento de las multiplicadoras/promotoras de campañas de prevención y promoción, aportando recursos que permitan multiplicar  acciones de prevención y promoción de derechos.

· Campañas incisivas en todas las Escuelas, orientando la intervención hacia los varones. 

· Cumplimiento de la Ley de Educación Sexual Integral, en todas las escuelas de la provincia, no debiendo quedar librada a los interés de cada docente o directivos, que se complejiza en contexto de precarización laboral y retraída de derechos.
· Promover la creación de espacios de consejerías en salud sexual y reproductiva (ESI) en las escuelas como puerta de entrada a las diversas problemáticas por las que atraviesan los y las jóvenes.

· Monitoreo acerca del cumplimento de la ley de parte de una mesa de seguimiento a la educación sexual integral. Generar un Programa escolar para la presentación de propuestas de campañas por parte de las escuelas.

· Promover la participación en acciones de sensibilización e incidencia pública que aportan a la sensibilización y visualización de la problemática.
· Espacios de formación en Prevención de la violencia y promoción integral de vínculos saludables, dirigido a las organizaciones institucionales y territoriales, a instituciones públicas y comunitarias no gubernamentales.
· Necesidad de supervisar con expertas feministas el material/producto diseñado para difusión en nombre de la política pública (por ejemplo acciones culturales, obras de teatro, etc) que den cuenta de aspectos vinculados a los derechos humanos, género y violencia como relaciones desiguales de poder. 
Aspectos puntuales en relación a la problemática, por zona y según relevamiento

Si bien se comparte las miradas sobre obstáculos y propuestas antes mencionadas, en este apartado se expresan particularidades de cada zona

San Francisco

* La Unidad de Violencia Familiar y Uder, se ubican en edificios grandes, sin señalización lo cual dificulta ubicarlos. Los espacios físicos son inaccesibles para personas con problemas motrices. 

* El Tratamiento psicológico solo se realiza en el área de Salud Mental del Hospital J B Iturraspe, lo cual genera largas listas de espera para obtener un turno, ya que el personal es acotado y debe atender otras problemáticas de toda la zona de influencia. 

* Los centros de salud municipales (no hay provinciales), no cuentan con equipo interdisciplinario estable. Los profesionales rotan por los diferentes centros de salud, limitándose a realizar controles de salud, no incorporando la problemática de la violencia. En ninguno de estos espacios se cuenta con Lic en Trabajo Social,  ni Lic en Psicologia.

Punilla

Capilla de Monte cuenta con la única Comisaría de la Mujer  del Valle de Punilla.

En La Falda funciona una Unidad Judicial dependiente de Tribunales de Cosquín donde las denuncias por violencia son receptadas por mujeres.

En Cosquín existe la Unidad de Asistencia y Constatación dependiente de la Dirección Provincial de Violencia Familiar.  Sería oportuno y necesario que el equipo funcione de lunes a viernes de manera interdisciplinaria.
Se da cuenta de numerosas situaciones de revictimización de las mujeres y la ausencia de espacios de asistencia y contención, por ejemplo, una mujer recibió dos disparos en la cabeza por parte de su pareja, fue asistida en el Hospital Domingo Funes (intervenida quirúrgicamente), y al no contar con red familiar o de referencia que la contenga y se ocupe de su rehabilitación, la internaron en una sala para sicóticos agudos en el Hospital Colonia, situación que se revirtió, al tiempo, por intervención de colegas de esta institución.
Rio Tercero y zona próxima

El contacto es cercano con los jueces de paz en las localidades, no así con Tribunales.   Sería muy importante que las mesas de Violencia Familiar de cada región, organizaran actividades con los equipos técnicos de Municipios y Comunas.

No hay un centro u organismo en el interior para el asesoramiento a las mujeres.  Solo profesionales en general de salud o educación que se esfuerzan por acompañar esas situaciones, a pesar de que la especificidad de su campo de intervención y la formación no resulten suficientes para la atención de la problemática. Son profesionales a los que se les requiera una infinidad de situaciones diversas en las cuales intervenir.  Estos profesionales no cuentan, con abogados en los equipos. 

En algunas localidades se han esbozados "protocolos". En el Hospital se reciben muchos oficios que obligan al agresor al tratamiento psicológico. En la mayoría de los casos no hay demanda real, solo quieren los "certificados " de que concurrieron. Otro aspecto importante a revisar es  la estrategia que corresponde introducir para que no se constituya en un requisito burocrático más.

En el interior, no hay acceso a los dispositivos que prevé la ley para la asistencia económica de las víctimas. En algunos casos y dependiendo de la "sensibilidad" del municipio, son esos organismos los que prestan alguna ayuda económica transitoria.

En varios municipios existen "Centros de cuidado y desarrollo infantil" o Salas Cuna, pero no en la totalidad de las localidades.  La inclusión laboral no existe, no es una alternativa de abordaje y en general no se ha escuchado de programas específicos por violencia en ninguna localidad.   

Cruz del Eje

Es de destacar la escasez de recursos profesionales, en territorio y en áreas específicas,  para trabajar en prevención y asistencia en esta problemática.

Jesús María y zona
Mejorar las condiciones en que las mujeres denuncian. Mayor capacitación a personal policial 

Advirtieron que recientemente los botones antipánico estaban desactivados y que la Beca Nueva Vida, llega entre dos y tres meses después de que se gestiona, lo cual es una oportunidad de asistencia que no es eficaz.

Delegación Villa María 

El programa municipal (Centro de Asistencia a la Víctima)  quedó sin el recurso profesional de Trabajo Social, solo dos psicólogas.
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